D/Dª____________________________________________, con DNI______________


domicilio a efectos de notificación__________________________________________


Código Postal______________ Municipio____________________________________


Con su propio nombre comparece delante de este Ayuntamiento y dice:





Que estando abierto el plazo de presentación de alegaciones al proyecto de homologación del Plan  General de Ordenación Urbana de Benicarló, presento en tiempo  y forma las siguientes:





ALEGACIONES





PRIMERA.- La falta  de aguas potables suficientes para abstener la población en todas las poblaciones del litoral del País Valencià es notoria y no es discutida entre quienes no tienen intereses particulares en el tema. 





	 Por otro lado, ese Ayuntamiento tiene conocimiento expreso, del informe “Diagnostico de los recursos Hídricos Subterráneos de la Provincia de Castellón”, realizado por el Profesor de la Universitat Jaume I.  El estudio está referido a un diagnostico global de la situación de los recursos hídricos de la Provincia de Castellón, y es fruto de un Convenio de colaboración entre la Diputación  Provincial de Castellón  y la Fundación Universitaria Jaume I.  Cuyo estudio al referirse a la situación de los recursos Hídricos Subterráneos de la plana de Vinaros-Peñiscola se reconoce la salinización de parte de los mismos como consecuencia de la intrusión de aguas marinas ocasionadas por disminución del nivel freático  de los acuíferos.


 


Así las cosas, la pretensión de reclasificar en el sector La Tosa Campo de Golf 1.531.584 m2 de suelo urbanizable, con una edificabilidad prevista de 3.377 viviendas que pueden llegar a albergar una población superior a las 6 personas en época de vacaciones, implica infracción de lo dispuesto en el art. 84 de la Ley 7/1989 de Ordenación del Territorio,  cuyo tenor literal dice textualmente:





“Art. 84.  1.  En ningún caso se permitirá el crecimiento poblacional exógeno cuando exista insuficiencia de agua potable, si el incremento extraordinario del suministro implica menoscabar el abastecimiento mínimo necesario a poblaciones con crecimiento normal.


   2.  Los Planes Generales de Ordenación Urbana establecerán las limitaciones a la clasificación del suelo cuando se carezca, por cualquier razón, de suministro de los recursos hídricos mínimos necesarios con garantía de potabilidad.





La norma citada es de aplicación al caso, porque la carencia de agua potable en todas las poblaciones del litoral valenciano,  es un hecho notorio no discutido por nadie,  y además, dado el bajo  crecimiento demográfico  de la ciudad de Benicarló, las nuevas edificaciones se hace pensando en un  incremento de la población inducido con población foránea, lo que ésta a prohibido según se desprende del tenor literal de la norma. Sin embargo  esta homologación no toma en consideración  los mandatos legales citados, sino que además clasifica como urbanizables terrenos con carencia de recursos hídricos. 





La Ley de O.T. en su Disposición Transitoria 2ª  establece el plazo de  3 años para que el Consell presente a las Cortes Valencianas el Plan de Ordenación Territorial de la C.V.,  contando desde esa fecha   2 años  para que los Planes Generales municipales modifiquen los extremos que la contradigan: Pero como garantía de los objetivos planteados,   prohibe en su Disposición Transitoria  4ª que los planes y proyectos que se aprueben con carácter definitivo puedan afectar a los objetivos de la Ley.    De manera que los Planes y programas aprobados infringiendo los citados principios suponen la nulidad de los mismos desde el mismo momento de su aprobación.


	





SEGUNDA.-	 En la tramitación de esta homologación no se ha tenido en consideración las determinaciones de la  Cartografía Temática publicada por la COPUT mediante Orden de 8 de marzo de 1999 de obligada observancia en la redacción de planes y proyectos según su propio contenido y por mandato expreso del art. 13.2 de la LRAU que establece: “El Consejero competente en Urbanismo, previo Dictamen del Consejo Superior de Urbanismo, puede dictar instrucciones que orienten sobre objetivos y prioridades de los planes e ilustren los problemas más comunes que en ellos convenga resolver. Estas instrucciones se publicarán, en extracto y para conocimiento general, en el «Diario Oficial de la Generalidad Valenciana». Serán vinculantes para los órganos urbanísticos dependientes de la Administración Autonómica.


	Sin embargo, no consta que en la redacción del proyecto se hayan tenido en cuenta las determinaciones que la citada cartografía hace sobre los terrenos afectados por la urbanización. Y lo que es más grave, las cartografías referidas al termino municipal de Benicarló no están disponibles a la consulta del público por lo que el principio de trasparencia que debe presidir toda actuación administrativa brilla por su ausencia en este caso concreto.





	


TERCERA. En el mencionado proyecto se han reclasificado terrenos  con carencias de aguas potable y otros de naturaleza forestal que han sufrido las consecuencias de un incendio. Ello implica haber incurrido en desviación  de poder en el ejercicio de las facultades discrecionales de planeamiento de acuerdo con la doctrina de la fuerza normativa del hecho fáctico en el ámbito urbanístico.





	Dicha doctrina señala que el planificador no puede realizar las elecciones sobre la ordenación del territorio  y planificación urbanística  sin tomar en consideración la realidad de los hechos (en el presente caso, terrenos forestales incendiados y la , carencia de recursos hídricos potables, etc.   ....,) esto es, las características y condiciones reales del territorio sobre el que va a operar su voluntad ordenadora. En otras palabras, si de la realidad de los hechos, que es la premisa de la que  debe partir la decisión adoptada, no se desprende en modo alguno (la legalidad) de  la conclusión a la que haya llegado la Administración, no podrá sino considerarse que dicha decisión es irracional, por incongruente.





	 En este sentido se ha pronunciado el Tribunal Supremo señalando que “cuando.... la decisión planificadora discrecional se concreta en una solución claramente incongruente con la realidad que es su presupuesto inexorable, tal decisión resulta viciada por infringir el ordenamiento jurídico y, más concretamente, el principio de interdicción de arbitrariedad de los poderes públicos que, en lo que ahora importa, aspira a evitar que se traspasen los límites racionales de la discrecionalidad y que se convierta ésta en causa de decisiones administrativas desprovistas de justificación alguna”, STS 2 de octubre 1990 (RJ 1990, 7828). La fuerza normativa de lo fáctico es, pues, un criterio que opera como límite a la discrecionalidad del  planificador.





	  En el presente caso, el planificador no ha tenido en cuenta la naturaleza de los terrenos afectados por la urbanización prevista. La condición de terrenos incendiados, comporta su clasificación  cómo suelo no urbanizable de protección especial según la Ley 4/1992, de 5 de junio y,  la carencia de recursos hídricos impide su destino urbano de acuerdo las normas aplicables.





Pero sobre todo, el acto discrecional por el que se aprueba el proyecto, es contrario a derecho, porque se abandonan,  otras alternativas de crecimiento urbano de la ciudad con menor coste social y económico.





Por lo expuesto





	SOLICITO: se sirva admitir este escrito, unirlo a su correspondiente  expediente,  tenerme por personado y por formuladas  las  anteriores alegaciones, sin perjuicio de que se completen en un momento posterior, dentro de las posteriores fases, y que de acuerdo  con el contenido de la misma se acuerde: No calificar los terrenos que integran el sector La Tossa Campo de Golf, como urbanizables. Sino que se califiquen dentro del Plan de Ordenación Urbana como no urbanizables de especial protección.














Benicarló a 14  de mayo de 2002





	









































Sr. Alcalde-Presidente del Ayuntamiento de Benicarló.
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